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                                                                                                                      Concepto No.  5586

Bogotá, D.C., 14 de junio de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.

Ref.:
Revisión constitucional de la Ley 1582 del 30 de octubre de 2012, “Por medio de la cual se aprueba el ‘Acuerdo de Cooperación Operativa y Estratégica entre la República de Colombia y la Oficina Europea de Policía’ suscrito en Bogotá, el 20 de septiembre de 2010”.

Magistrado Ponente: Dr. MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO                     Expediente LAT-396.
Concepto No. 5586
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2., y 278, numeral 5., de la Constitución Política, y con el artículo 7° del Decreto 2067 de 1991, el Jefe del Ministerio Público procede a rendir concepto en el asunto de la referencia. 
1.
Preliminares
Para cumplir con lo previsto en el artículo 241, numeral 10°, de la Constitución, la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República remitió a la Corte Constitucional, el 31 de octubre de 2012, copia auténtica de la Ley 1582 del 30 de octubre de 2012, que contiene aprobado el instrumento público internacional de la referencia, ante lo cual el Magistrado Ponente, mediante auto de 26 de noviembre de 2012, avocó el conocimiento del presente proceso y ordenó la práctica de pruebas encaminadas a establecer los antecedentes del instrumento internacional y de su Ley aprobatoria.

2.
Análisis formal

Por Aprobación Ejecutiva del 19 de julio de 2011, el Presidente de la República de Colombia dispuso someter el “Acuerdo de Cooperación Operativa y Estratégica entre la República de Colombia y la Oficina Europea de Policía” suscrito en Bogotá, el 20 de septiembre de 2010, a la consideración del Congreso de la República, para su discusión y aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 150.16 de la Carta Política.
Al no haber un trámite especial para las leyes aprobatorias de los tratados internacionales y su incorporación a la legislación interna, corresponde seguir el trámite previsto en los artículos 157, 158, 160 y 165 de la Carta para las leyes ordinarias, con la precisión de que, según el artículo 154 Superior, el proceso legislativo debe empezar en el Senado.
Vistos los documentos que obran en el expediente se puede establecer que el proyecto de ley radicado con los números 125 de 2011 en el Senado y 160 de 2011 en la Cámara tuvo el siguiente trámite:

El proyecto de ley fue radicado por el Gobierno Nacional  en el Senado de la República el 8 de septiembre de 2011, por medio de los Ministros de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores. El texto original del proyecto, junto con su respectiva exposición de motivos, fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 674 del 9 de septiembre de 2011. Con estas actuaciones se cumple con los requisitos constitucionales de presentación e inicio del trámite del proyecto (art. 154) y de su publicación antes de darle trámite en la comisión respectiva (art. 157.1).

La ponencia favorable para primer debate en la Comisión Segunda del Senado fue presentada por el Senador Juan Lozano Ramírez, conforme se desprende de la Gaceta del Congreso No. 751 de 2011. 

El proyecto fue anunciado dos veces antes de ser discutido y aprobado. De los anuncios y de los respectivos aplazamientos se da cuenta en las siguientes actas: el primer anuncio se encuentra registrado en el Acta 9 del 1 de noviembre de 2011, publicada en la Gaceta del Congreso 154 de 2012 y el segundo anuncio aparece en el Acta 10 del 9 de noviembre de 2011, publicada en la Gaceta del Congreso 153 de 2012.

El proyecto de ley fue aprobado el 16 de noviembre de 2011, según consta en el Acta No. 11 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 155 de 2012.
Según certificación del Secretario General de la Comisión Segunda del Senado, la proposición final, la omisión de la lectura del articulado, el articulado propuesto, el título del proyecto y el querer que éste tenga segundo debate y se convierta en Ley de la República, fueron aprobados conforme al artículo 129 del Reglamento del Congreso, modificado por el artículo 1° de la Ley 1431 de 2011. En relación con el quórum, el citado funcionario manifestó que quedó integrado por 12 de los 13 Senadores que conforman la Comisión Segunda del Senado, algunos de los cuales contestaron la lista al iniciar la sesión y otros se hicieron presentes durante el transcurso de la misma.

La ponencia favorable para segundo debate, en la Plenaria del Senado de la República, fue publicada en la Gaceta del Congreso 878 del 23 de noviembre de 2011.  El Proyecto fue anunciado el 30 de noviembre de 2011, según consta en el Acta de la Sesión Plenaria del Senado de la República número 24, publicada en la Gaceta del Congreso 36 del 16 de febrero de 2012; y aprobado válidamente en la del 5 de diciembre de 2011, con un quórum de 87 de 100 senadores, como consta en el Acta de Plenaria número 25, publicada en la Gaceta del Congreso 37 de 16 de febrero de 2012, mediante votación ordinaria conforme al artículo 129 de la Ley 5ª de 1992, según se desprende de lo consignado en esta gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General del Senado de la República el 8 de enero de 2013.
El texto definitivo del proyecto de ley aprobado en la plenaria del Senado de la República fue publicado en la Gaceta del Congreso 946 del 7 de diciembre de 2011.

La ponencia positiva para primer debate en la Cámara de Representantes fue presentada por el Representante Yahir Fernando Acuña Cardales y aparece publicada en la Gaceta del Congreso 250 de 2012.
El proyecto de ley fue anunciado para primer debate en la sesión del 30 de mayo de 2012, como se observa en el Acta 26 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 563 del 28 de agosto de 2012 en la que se lee: “[a]nuncio de Proyectos de ley para la discusión y aprobación en primer debate para dar cumplimiento al artículo 8º del Acto Legislativo número 01 de 2003, para ser discutidos y votados en la próxima sesión donde se discutan y aprueben Proyectos de Ley. Segundo. Proyecto de ley número 160 de 2011 Cámara, 125 de 2011 Senado”. En la parte final del Acta aparece que el Presidente de la Comisión dijo: “[c]itamos para el próximo martes 5 de junio a las 11 de la mañana”. 
El Proyecto de ley fue debatido y aprobado por unanimidad en votación ordinaria de acuerdo a la Ley 1431 de 2011, con la presencia de 16 representantes a la Cámara, en la sesión del 7 de junio de 2012, como se anota en la certificación expedida por la Secretaría General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes y se hace constar en el Acta No. 28 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 563 del 28 de agosto de 2012. 

Al examinar el anuncio para primer debate y la aprobación del proyecto, de las que se acaba de dar noticia, el Jefe del Ministerio Público advierte que no se siguió el procedimiento establecido en el artículo 8° del Acto Legislativo 01 de 2003
, por cuanto al finalizar la sesión del 30 de mayo de 2012 el Presidente de la Comisión citó para el día 5 de junio del mismo año, según aparece en el Acta 26, pero, una vez revisadas las pruebas allegadas por esa Corporación, esta Vista Fiscal encontró que la discusión y aprobación del proyecto de ley en comento se llevó a cabo el 7 de junio de 2012, sin que haya habido anuncio previo.

La Secretaria General de la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes informó a través del oficio CSCP 3.2 2.03.522/12, dirigido a la Secretaria General de la Corte Constitucional, que el 5 de junio de 2012 se realizó una sesión de Control Político en la que no se discutieron ni aprobaron proyectos de ley, tal y como aparece en el Acta No. 27 de esa fecha.

Sin embargo, una vez revisada la citada Acta se observa que en la parte final el Presidente convoca para el día 6 de junio de 2012, así: “[a]gotado el Orden del Día se levanta la sesión y se cita para mañana a las 0.05 horas de la mañana”. 
Sin perjuicio de la antedicha irregularidad en el proceso de formación del proyecto, el Representante Yahir Fernando Acuña Cardales presentó ponencia para segundo debate en la Cámara de Representantes, la cual fue publicada en la Gaceta del Congreso No. 595 del 6 de septiembre de 2012. 

El proyecto fue anunciado en sesión del 25 de septiembre de 2012, según consta en el Acta 155 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 14 del 6 de febrero de 2013, en la que se lee: “[s]e anuncian los siguientes proyectos para la sesión a Plenaria del día miércoles 26 de septiembre del 2012 o para la siguiente sesión Plenaria en la cual se debatan proyectos de Ley o Actos Legislativos de acuerdo al Acto Legislativo 1 de julio 3 en su artículo 8º. […] Proyecto de ley número 160 de 2011 Cámara, 125 de 2011 Senado”.
En efecto, el proyecto fue debatido y aprobado en la sesión plenaria que se llevó a cabo el 26 de septiembre de 2012, como consta en el Acta No. 156 de esta fecha, publicada en la Gaceta del Congreso No. 15 del 6 de febrero de 2013, en una votación ordinaria, con la asistencia de 150 Representantes, según se desprende de lo consignado en esta Gaceta y en la certificación expedida por el Secretario General de la Cámara de Representantes el 11 de diciembre de 2012. 

Visto el procedimiento legislativo descrito esta Jefatura concluye que se cumplió con la exigencia constitucional del inciso primero del artículo 160
 y que se le dio cabal cumplimiento al artículo 162 Superior, en donde expresamente se señala que “ningún proyecto de ley podrá ser considerado en más de dos legislaturas”.
Por último, se tiene que el 30 de octubre de 2012 el Presidente de la República sancionó la Ley 1582 de 2012, por medio de la cual se aprueba el Acuerdo objeto de estudio. Y como consecuencia de ello, el texto de la Ley 1582 de 2012 fue remitido por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República a la Corte el día 31 de octubre de 2012, cumpliendo así el término de 6 días establecido en el artículo 241.10 Superior.

Violación del Artículo 8 del Acto Legislativo 01 de 2003

Al verificarse la existencia de un vicio en el proceso de formación de la Ley 1582 de 2012, consistente en no haberse seguido el procedimiento previsto en el artículo 8° del Acto Legislativo 01 de 2003 para el anuncio del proyecto en el primer debate en la Cámara de Representantes, es menester establecer su alcance y consecuencias constitucionales.

La exigencia del anuncio previo de los proyectos de ley, según lo ha precisado la Corte Constitucional en el Auto 038 de 2004 y en las Sentencias C-533 de 2004, C-333 de 2005 y C-1040 de 2005, tiene la finalidad de “[p]ermitir a los congresistas y a la comunidad en general saber con anterioridad cuáles proyectos de ley, de actos legislativos o informes de objeciones presidenciales serán sometidos a votación, suponiendo el conocimiento pleno de los mismos y evitando, por ende, que sean sorprendidos con votaciones intempestivas”. Se trata entonces de una exigencia constitucional que busca respetar y hacer efectivo los principios democrático, de publicidad y transparencia en el proceso legislativo.

Al estudiar casos semejantes, en el Auto 053 de 2010 y en la Sentencia C-576 de 2006, la Corte precisó la consecuencia de no seguir el procedimiento previsto en el artículo 8° del Acto Legislativo 01 de 2003 para el anuncio del proyecto en el primer debate en la Cámara de Representantes en los siguientes términos: “[u]na falencia en la realización de los anuncios para debates en un momento posterior a la votación en la Plenaria del Senado se considera un vicio subsanable que desencadenará la devolución de la ley aprobatoria de un tratado internacional al Congreso para que subsane el vicio y continúe su trámite desde el momento en que se produjo, cuando se reúnan las demás condiciones de subsanabilidad”.  
En vista de las anteriores circunstancias, el Jefe del Ministerio Público solicitará a la Corte que devuelva la Ley 1582 de 2012 al Congreso de la República, para que se subsane el vicio cometido en su proceso de formación y se adelante el procedimiento adecuado para su debate y aprobación.

Sin perjuicio de lo anterior, si la Corte Constitucional logra determinar que, con anterioridad al 7 de junio de 2012 -fecha en la que se aprobó el citado proyecto de ley-, sí se efectuó el anuncio previo y que, por tanto, no existió este vicio; o si, por el contrario, se subsana el vicio mencionado, esta Vista Fiscal procederá a realizar el análisis material respectivo.

3. Análisis material

A continuación se revisará el contenido material del Tratado in examine para verificar si se ajusta al orden constitucional que lo ha de acoger.

Es importante trabajar de manera conjunta con otros organismos internacionales especializados en prevenir los riesgos y amenazas que afectan a la humanidad, con el fin de mejorar la capacidad de acción y los avances tecnológicos en esta importante tarea de erradicar el terrorismo, la delincuencia y el narcotráfico que atentan contra la seguridad global.

El Instrumento Internacional bajo control, tiene el objetivo principal de fortalecer las relaciones entre Colombia y la Oficina Europea de Policía a través del intercambio de información y conocimientos especializados tendientes a crear un frente común contra la delincuencia y a su vez, impedir el incremento de las diversas actividades delictivas que atentan contra el orden y la paz transnacional.  

El Tratado sub examine con el propósito de agilizar los canales de cooperación operativa y estratégica en la lucha contra la delincuencia ha designado a la Policía Nacional de Colombia como punto nacional de contacto entre Europol y las demás autoridades competentes, hecho que guarda consonancia con la labor que el gobierno de nuestro país ha confiado a dicha autoridad a través del artículo 7° del Decreto 4222 del 23 de noviembre de 2006, en el que señala las funciones de la Dirección de Inteligencia Policial. Esta Unidad Especializada tiene el cometido de recolectar información y producir inteligencia en relación con los actores y factores de perturbación del orden público, la defensa y la seguridad nacional, así como, proponer la suscripción de Instrumentos Internacionales que faciliten la cooperación con los organismos de seguridad y servicios de inteligencia de otros Estados, con el fin de desarrollar operaciones de inteligencia en contra de la delincuencia hemisférica.

La posibilidad de intercambio de información que brinda el Instrumento Internacional en estudio, permite adelantar acciones tendientes a fortalecer los instrumentos que se han venido implementando en nuestro país para el control, persecución y represión del delito en todas sus manifestaciones. 

Así, el Tratado consta de un preámbulo, veintitrés (23) artículos y cuatro (4) anexos, cuyo contenido es el siguiente:

En el preámbulo se describen los considerandos.

Los artículo 1°, 2°, 3° y 4° contienen disposiciones relacionadas con la definición de expresiones como: Decisión del Consejo sobre Europol y tratamiento de datos personales, las cuales cumplen un papel importante dentro del Tratado; la finalidad del presente Acuerdo; los actos delictivos a los que es aplicable el Convenio; y el ámbito de cooperación dentro del cual enumera una serie de actividades trascendentales para la lucha contra el crimen organizado.

Los artículos 5° y 6° hacen referencia a la conformación del Centro Nacional de Enlace, que para el caso colombiano, será la Policía Nacional; y a las autoridades competentes en el marco del presente Acuerdo para prevenir y luchar contra los delitos contemplados en el artículo 3°.

El artículo 7° contiene las disposiciones generales relativas al intercambio de información entre las Partes Contratantes.

Los artículos 8° a 13 señalan las directrices que se tendrán en cuenta para el suministro de información por parte de Colombia; la entrega de datos personales por parte de Europol; la evaluación de la fuente que facilite información con arreglo a lo dispuesto en el presente Tratado; la notificación por parte de la Policía Nacional de Colombia en los eventos en que la información transmitida sea corregida o eliminada; la asociación a grupos de análisis; y la confidencialidad de la información así como sus excepciones.

Los artículos 14 a 16 prevén la forma de promover la cooperación entre las Partes Contratantes, entre ellas, el emplazamiento en Europol de uno o varios funcionarios de enlace de la Policía Nacional; la responsabilidad en el evento en que se causen perjuicios y daños a personas físicas como resultado de los errores de hecho o de derecho en la información intercambiada dentro del marco del Instrumento Internacional; y las disposiciones relativas a los medios de comunicación.

Los artículos 17, 18 y 19 regulan, respectivamente, los gastos que asumirán cada una de las Partes Contratantes en el curso de la ejecución del Acuerdo; la resolución de controversias y litigios que puedan surgir con ocasión  a su interpretación o aplicación; y la cláusula de reserva en la que se hace claridad que el presente Convenio no comprende la asistencia jurídica mutua en asuntos penales.

Los artículos 20 a 23 indican las cláusulas finales del Instrumento Internacional, esto es, las modificaciones y adendas; la entrada en vigor y validez; la extinción del Acuerdo de cooperación estratégica; y su resolución.

Los anexos 1°, 2°, 3° y 4° fijan una serie de definiciones a tenerse en cuenta para el intercambio de información entre las Partes; las formas de delincuencia; la autoridad competente por parte del Estado colombiano; y lo relativo a los funcionarios de enlace. 
En atención a lo anterior, considera este Despacho que el instrumento sub examine desarrolla los preceptos constitucionales, especialmente los consignados en los artículos 9°, 226 y 227 de la Carta, en los cuales se establece que las relaciones internacionales del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, respeto a las autodeterminación de los pueblos y el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados por Colombia, por lo cual la política  exterior deberá orientarse hacia la integración con otros países.

En tal virtud, válidamente puede el Estado colombiano buscar el apoyo internacional, en aras de contribuir al mejoramiento de las funciones de defensa y seguridad, no solo a nivel nacional, sino también de manera transnacional, pues como se enunció, al buscar y aceptar la ayuda de autoridades en materia de inteligencia contra la delincuencia, como es el caso de la Oficina Europea de Policía, a través de la celebración de Convenios o Tratados como el que hoy se revisa, se facilita el adelantamiento de acciones que contribuyen ostensiblemente en la persecución de autores y demás responsables de actos punibles de gran impacto como el tráfico ilícito de estupefacientes, trata de seres humanos y la delincuencia relacionada con materiales nucleares y radioactivos, entre otros. 

El Acuerdo es una forma de integración internacional que, respetando el ordenamiento interno de cada parte, coadyuva a la consecución de fines esenciales del Estado Colombiano, como el aseguramiento de la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo (artículo 2° de la Constitución Política), pues con el intercambio de información, apoyo y asesoramiento en investigaciones delictivas específicas, métodos de prevención de delitos, resultados de análisis estratégicos y conocimientos especializados, entre otros, se busca obtener resultados más efectivos en la represión de las distintas formas de las actividades delincuenciales que se presentan en los Estados miembros de la Unión Europea y en nuestro país.

También se ajustan al mandato constitucional las previsiones del artículo 15 del Tratado que consagra la responsabilidad de cada Parte por los daños y perjuicios causados a personas físicas como resultado de los errores de hecho o de derecho en la información intercambiada conforme al régimen interno, lo cual es coherente con el artículo 90 Superior, que establece la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños antijurídicos causados por sus agentes.

Por último, considera esta Jefatura que el Tratado ha estipulado en varias de sus cláusulas mecanismos idóneos para la protección del derecho al buen nombre (habeas data), respetando los preceptos señalados en el artículo 15 de la Carta, el artículo 12 de la Declaración universal de Derechos Humanos (1948) y concordante con lo manifestado por la Corte Constitucional en sentencia C-748 de 2011 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub): 

“La transferencia internacional de datos personales ha surgido como consecuencia de la globalización y los fenómenos de integración económica y social, en los que tanto las empresas como las entidades gubernamentales requieren transferir datos personales destinados a diferentes propósitos […]. Los niveles adecuados de protección se entiende satisfechos si su legislación cuenta: con unos principios que abarquen obligaciones y derechos de las partes y de los datos; y con un procedimiento de protección que involucre mecanismos y autoridades que efectivicen la protección de la información”.
En razón a las consideraciones expresadas sobre el trámite, señaladas con anterioridad, esta Vista Fiscal solicitará a la Corte Constitucional devolver a la Presidencia de la Cámara de Representantes la Ley 1582 de 2012, con el fin de sanear un vicio de trámite relacionado con la falta de anuncio previo a la votación en la Comisión Segunda de Cámara. Pero, en caso de que la Corte logre establecer que dicho anuncio fue efectuado correctamente, solicitará la exequibilidad del Acuerdo y de su Ley aprobatoria.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, la Procuradora General de la Nación (E) solicita a la Corte Constitucional DEVOLVER a la Presidencia de la Cámara de Representantes la Ley 1582 del 30 de octubre de 2012, por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de Cooperación Operativa y Estratégica entre la República de Colombia y la Oficina Europea de Policía´, suscrito en Bogotá, el 20 de septiembre de 2010”, con el fin de que tramite el saneamiento del vicio de procedimiento detectado en este concepto o, subsidiariamente, solicita que se declare la EXEQUIBILIDAD de la misma. 
De los Señores Magistrados,

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Procuradora General de la Nación (E)
GMR/Yortiz
� Ningún proyecto de ley será sometido a votación en sesión diferente a aquella que previamente se haya anunciado. El aviso de que un proyecto será sometido a votación lo dará la Presidencia de cada Cámara o Comisión en sesión distinta a aquella en la cual se realizará la votación.





� ARTICULO 160. Entre el primero y el segundo debate deberá mediar un lapso no inferior a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la iniciación del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días.
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